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"La falta de adecuada reglamentación impide saber con exactitud cual es la extensión que tienen las
obligaciones a cargo de las obras sociales y de las empresas de medicina prepaga en orden a la prestación del
alimento especial que requieren los celiacos, esta situación obliga a recurrir a los tribunales en busca de
soluciones, las que a fuerza de no ser uniformes generan indebidas desigualdades de cobertura frente a enfermos
con similares necesidades".

I. Introducción y objetivos

En el presente nos proponemos analizar las soluciones dadas recientemente por nuestros Tribunales a uno de
los temas más preocupantes relacionado con el derecho a la salud, cual es la determinación de las obligaciones
que tienen las obras sociales y empresas de medicinas prepagas frente a los celíacos.

En la Argentina, se estima que la enfermedad celíaca afecta al 1% de la población. Es decir, que en el país,
hay aproximadamente 400.000 celíacos aunque sólo 25 mil personas sabrían que la padecen.

La cantidad de personas que sufren esta enfermedad demuestra a las claras lo importante que es precisar cual
es el alcance de las obligaciones de los agentes de salud. Extensión que difiere en la interpretación dada por la
Sala II de la Cámara Nacional Civil y Comercial Federal a la realizada por el Superior Tribunal de Justicia de
Entre Ríos, ya que mientras el primer tribunal condenó a una empresa de medicina a pagar, a una menor celíaca,
las harinas libres de gluten necesarias para su vida en el mismo porcentaje de descuento asignado a la compra de
medicamentos en general (se calcula el 40%). (1) La Sala 1 de Procedimientos Constitucionales y Penal del
Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos condenó a la prepaga abonar la totalidad de los alimentos que
requería una niña celíaca. (2)

A fin de realizar nuestro estudió partiremos de describir que es la celiaquía, luego reseñaremos la legislación
específica sobre el tema, después compararemos las dos soluciones jurisprudenciales, las que analizaremos a la
Luz del "corpus iuris" internacional de los derechos humanos, para finalmente realizar algunas conclusiones.

II. La enfermedad celíaca

La celiaquía es un trastorno no hereditario, de características autoinmunes (es decir que las propias defensas
del organismo son las que producen el daño), que aparece en personas genéticamente predispuestas. En las
mujeres, el primer parto puede ser el disparador de la enfermedad y en los hombres puede desencadenarse luego
de una intervención quirúrgica abdominal. La intolerancia al gluten que presentan las personas con esta
patología es permanente. El componente del gluten que desencadenaría el cuadro es la gliadina, proteína hallada
en las harinas de los cereales trigo, cebada, centeno y avena (TACC). Esta proteína sufre una modificación que
hace que el sistema inmune del individuo susceptible reaccione en contra del propio intestino delgado,
ocasionando cambios morfológicos y funcionales en las vellosidades que recubren el intestino e interferencias
en la digestión y absorción de nutrientes y puede provocar problemas severos de salud como anemia, fragilidad
ósea, fatiga y pérdida de peso. Cabe aclarar, que el gluten no sólo está presente en los panificados y pastas, sino
también en casi todos los alimentos industrializados (ej. quesos y fiambres, salsas, helados, golosinas,
dentífricos, etc.). Por otra parte es conveniente tener en cuenta que utilizan el gluten como emulsionantes,
aglutinantes y conservantes.

La enfermedad no tiene cura y las manifestaciones clínicas pueden aparecer a cualquier edad, en el momento
en que se incluye el gluten en la dieta. Lo más común es que lo haga en la infancia. Cuando no es detectado en
el niño, el cuadro disminuye en intensidad o incluso desaparece en la adolescencia y reaparece en la cuarta o
quinta década de la vida. (3)

El único tratamiento de esta dolencia es una dieta estricta y de por vida sin T.A.C.C. (trigo, avena, cebada y
centeno). Deben excluirse de la misma todas las semillas de los cereales, con excepción del arroz, la soja y el
maíz. Por consiguiente debe abstenerse de la ingesta de alimentos con trigo, avena, centeno y cebada, como las
pastas, el pan, la cerveza, productos de repostería y pastelería, conservas, helados, caramelos, chocolate, etc.

A diferencia del desnutrido por falta de alimentos, el celíaco tiene acceso a alimentos pero se desnutre
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porque no los absorbe debido a su atrofia intestinal. Hay muchas muertes en Argentina debido a este problema
sobre todo en clases más humildes por las demoras en los diagnósticos debido al escaso conocimiento de los
médicos sobre esta enfermedad.

Lo que toma relevancia es la situación que viven quienes padecen esta dolencia para comprar alimentos
aptos para su condición (sin gluten), quienes se ven con la dificultad de que muy pocos establecimientos
informan en sus etiquetas si contienen o no gluten.

III. La legislación existente en la Argentina

Es por lo reseñado anteriormente, que han sido sancionadas desde principios de la década de 1990 diferentes
leyes tanto a nivel provincial como nacional, de las que cabe poner de relieve la reciente ley 26.588 sancionada
por el Congreso Nacional del 2 de diciembre 2010. Dicha norma viene a complementar y ampliar la legislación
preexistente —tanto nacional como provincial—, dando una adecuada respuesta al problema.

Cabe aclarar que, la autoridad de aplicación no ha reglamentado la norma para que sea operativa, es decir,
no ha determinado claramente la cobertura que han de brindar los servicios de salud enumerados en el art. 9º.
Habiendo transcurrido en exceso el plazo impuesto al Poder Ejecutivo para adaptar las disposiciones del Código
Alimentario Argentino a lo establecido en ley (plazo de noventa (90) días de su publicación oficial),
consideramos que tales mandatos incumplidos no sólo traen consecuencias para quienes padecen la enfermedad
sino además para la República Argentina en el ámbito internacional.

Así, nótese que el art. 1º declaró de interés nacional "la atención médica, la investigación clínica y
epidemiológica, la capacitación profesional en la detección temprana, diagnóstico y tratamiento de la
enfermedad celíaca, su difusión y el acceso a los alimentos libres de gluten", cobrando especial importancia lo
dispuesto en el art. 9º de la norma mentada, toda vez que pone en cabeza de "Las obras sociales enmarcadas en
las leyes 23.660 y 23.661 (Adla, XLIX-A, 50; 57), la obra social del Poder Judicial de la Nación, la Dirección
de Ayuda Social para el Personal del Congreso de la Nación, las entidades de medicina prepaga y las entidades
que brinden atención al personal de las universidades, así como también todos aquellos agentes que brinden
servicios médicos asistenciales a sus afiliados independientemente de la figura jurídica que posean" la
obligación de "brindar cobertura asistencial a las personas con celiaquía, que comprende la detección, el
diagnóstico, el seguimiento y el tratamiento de la misma, incluyendo las harinas y premezclas libre de gluten,
cuya cobertura determinará la autoridad de aplicación" (el destacado nos pertenece). Dicha autoridad, según lo
dispone el art. 2º de la ley, es el Ministerio de Salud de la Nación, quien tiene a su cargo, además de la
importante obligación de establecer la cobertura que deben brindar las prestatarias de salud (tema sobre el que
volveremos más adelante), distintos deberes, como por ejemplo el contenido en el art. 3º consistente en
"determinar la cantidad de gluten de trigo, de avena, de cebada o de centeno (TACC) que contengan por unidad
de medida de los productos alimenticios para ser clasificados libre de gluten".

Consideramos que, es verdaderamente preocupante la situación en el país para quienes padecen esta
dolencia a la hora de comprar alimentos sin gluten, toda vez que muy pocos establecimientos de consumo
informan en sus etiquetas si contienen o no la sustancia. Por ello, los productos alimenticios que se
comercialicen en el país y que cumplan con lo dispuesto por el artículo 3º de la ley, deben llevar impresos en
sus envases o envoltorios, de modo claramente visible, la leyenda "Libre de gluten" y el símbolo que establezca
la autoridad de aplicación. Pero estando en mora dicha autoridad y atento que no ha sido reglamentado la
norma, los problemas siguen subsistiendo.

La falta de adecuada reglamentación impide saber con exactitud cual es la extensión que tienen las
obligaciones a cargo de las obras sociales y de las empresas de medicina prepaga en orden a la prestación del
alimento especial que requieren los celiacos, esta situación obliga a recurrir a los tribunales en busca de
soluciones, las que a fuerza de no ser uniformes generan indebidas desigualdades de cobertura frente a enfermos
con similares necesidades.

IV. Análisis de los fallos sobre la enfermedad celíaca

1. Fallo de la Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal (4)

1.1 Hechos.

La menor Paula Micaela es celíaca desde el año 2001, por tal razón la niña por sí y sus padres en tanto
obligados alimentarios reclamaron a OSDE que se hiciera cargo de un porcentaje de los alimentos que requieren
los celíacos similares al que paga por los medicamentos de los beneficiarios.

En primera instancia la pretensión fue rechazada, por falta de reglamentación de la ley motivo por el cual los
demandados apelaron el pronunciamiento.
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El Tribunal de alzada estimó que el hecho de que no exista un tratamiento farmacológico para la celiaquía
no basta para imponer a la demandada la obligación de solventar una parte del costo de los alimentos que debe
ingerir la menor Silva, ya que no pueden equipararse los remedios a los alimentos, sin una disposición
normativa que así lo establezca.

Juzgo que a la cobertura debía darse por no la equiparación de los remedios con los alimentos sino por la
existencia de la ley 26.588 (Adla, LXX-A, 40), que establecía la obligación de proveer a los celíacos de harinas
y premezclas libres de gluten.

Por otra parte consideró que la falta de reglamentación de una ley que contiene obligaciones con respecto al
derecho a la salud, no impide su aplicación. En tal sentido hizo lugar a la pretensión sólo en los límites de la ley
de celiaquía 26.588 y condenó a pagar a OSDE un porcentaje del 40% de las harinas y premezclas libres de
gluten, difiriendo para la ejecución de sentencia la forma de su determinación.

1.2 La doctrina que surge del fallo de la Sala II de la Cámara Civil y Comercial Federal

La sala II de la Cámara Civil y comercial Federal interpreta que las empresas de medicina prepaga, sólo
deben reintegrar a los celíacos un porcentaje idéntico al que reconoce para la compra de medicamentos en
general en la adquisición de "harinas y premezclas libre de gluten", esta obligación no la extienden a todos los
alimentos que quienes padecen celiaquía requieren, limitando la obligación a lo establecido nominalmente en la
ley.

2. Fallo "Marrana" de la Sala de Asuntos Constitucionales y Penal del Superior Tribunal de Justicia de la
Provincia de Entre Ríos

2.1 Hechos

Los padres de una menor de dos años y medio de edad, interpusieron amparo contra OSDE solicitando se
condenara a esta última a proveer a la niña todos los alimentos que les había ordenado la médica nutricionista de
conformidad a lo dispuesto por la ley nacional 26.558 y la ley provincial 9938. Aclaran que el propósito
perseguido en forma inmediata es obtener la entrega, sin cargo, por parte de la demandada de los alimentos y
medicación que ha prescripto la médica nutricionista, las que detallan.

El tribunal de primera instancia no hizo lugar a la pretensión, fundado en la falta de reglamentación tanto de
la ley nacional 26.558 y como de la ley provincial 9938. Motivo por el cual los accionantes recurrieron ante la
Cámara de Paraná, quien revocó la resolución apelada.

El Tribunal Superior aceptó que la enfermedad celíaca tiene como único paliativo una dieta de por vida libre
de gluten, y expresamente consideró que el tratamiento de esa dolencia es el régimen alimenticio, y que ese es
su remedio.

En este orden de idea realizó una interpretación finalista de las normas provinciales y nacionales y
determinó que su falta de reglamentación no justificaba la negativa de las prestatarias asistenciales de brindar,
sin Coseguros, a las personas celíacas las harinas y premezclas libres de gluten.

Por tal motivo condenó a proveer a la menor las galletitas dulces, pastas de arroz, premezcla para panadería
y repostería, polvos para preparar bizcochuelo, masa para tartas y empanadas, ñoquis, harina de arroz todo
marca KAPAC y almidón de maíz y fécula de mandioca, indicado por la nutricionista en las cantidades
prescriptas.

2.2 La doctrina del fallo entrerriano

El Tribunal entrerriano consideró que las leyes argentinas obligaban a las medicinas prepagas a cubrir el
100% de los alimentos necesarios para los celíacos que fueran determinados por nutricionistas, por reintegro,
previa presentación de los tickets correspondientes en el plazo de cinco días de presentados

3. Las similitudes de los fallos "S." de la Sala II de la Cámara Civil y Comercial Federal y "M." de la
Cámara II - Sala I - Paraná

Ambos tribunales juzgan que la falta de reglamentación de la ley no exime de aplicarlas a las empresas
prestatarias de servicios de salud.

Coincidimos plenamente con tal afirmación ya que estimamos que no es posible que el cumplimiento de una
ley formal, quede supeditado a una decisión del Poder Ejecutivo.

Concordamos que la naturaleza de los derechos comprometidos hace inexcusable la obligación de las
Empresas de medicina prepaga de cubrir las necesidades vitales de los celíacos.

4. Las diferencias de los fallos "S." de la Sala II de la Cámara Civil y Comercial Federal y "M." de Entre
Ríos
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Las disimilitudes entre ambos precedentes vienen dado tanto por el objeto de la obligación de las obras
sociales y empresas de medicina prepaga, como por la extensión de la prestación y la forma de cumplimiento.

4.1 El objeto

Mientras el tribunal capitalino entiende que los alimentos no pueden ser considerados remedios, la corte
entrerriana estima que dado la alimentación es el único tratamiento los comestibles especiales que consumen los
celíacos deben ser considerados remedios.

Consideramos que la interpretación entrerriana es más realista con la naturaleza de la enfermedad y con la
necesidad de brindar lo necesario para su curación.

4.2 La extensión de la obligación

Para la sala II de la Cámara Federal Civil y Comercial la obligación de las empresas de medicina prepaga
consiste en cubrir un 40% de las harinas y premezclas libres de gluten.

Por su parte el Tribunal Entrerriano estima que las prestatarias de salud tienen que pagar el 100% de la
alimentación que el médico nutricionista establezca como especial en la dieta de un celíaco.

El tribunal federal realizó una interpretación literal de la ley mientras que la corte provincial hizo una
interpretación finalista que juzgamos más adecuada al caso.

Nuestra Corte Suprema afirma que las leyes deben interpretarse según el sentido propio de las palabras, sin
violentar su sentido específico; pero, por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente es propio de la
interpretación indagar lo que ellas dicen jurídicamente; en esta indagación no cabe prescindir de las palabras de
la ley, pero tampoco atenerse rigurosamente a ellas, cuando la interpretación razonable y sistemática así lo
requiere, dado que la misión del Poder Judicial no se agota con la remisión a la letra, ya que los jueces, en
cuanto servidores del Derecho, y para la realización de la justicia, no pueden prescindir de la ratio legis y del
espíritu de la norma. (5)

4.3 La forma de cumplimiento

En el fallo M. se resuelve que el cumplimiento se va a realizar mediante el sistema de reintegro contra
recibo en el plazo de cinco días. La Cámara Federal lo difiere a una ejecución de sentencia, lo que realmente no
se justifica en un trámite de amparo que de por sí debe ser ágil y expeditivo.

Bien ha dicho nuestra jurisprudencia, en reiteradas oportunidades, que el intérprete no puede prescindir de
las consecuencias que derivan de un fallo, toda vez que él constituye uno de los índices más seguros para
verificar la razonabilidad de la interpretación y de su congruencia en el sistema en el que está engarzada la
norma; por ello ha de buscarse siempre una interpretación valiosa de lo que las normas han querido mandar, de
suerte que la admisión de soluciones injustas, cuando es posible arbitrar otras de mérito opuesto, no resulta
compatible con el fin de la tarea judicial.

En síntesis, como han dicho muchas veces nuestros tribunales civiles no es posible que el intérprete maneje
los artículos de la ley en un estado de indiferencia por los resultados

V. El derecho a la salud y su necesaria interrelación con los derechos humanos desde la óptica del Corpus
Iuris del Derecho Internacional de los Derechos Humanos

Del preámbulo de la Constitución de la Organización Mundial de la Salud se desprende que el derecho
analizado no sólo consta de un "estado de completo bienestar físico, mental y social" sino que también
comprende "la ausencia de afecciones o enfermedades". También establece que "El goce del grado máximo de
salud que se pueda lograr es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano sin distinción de raza,
religión, ideología política o condición económica o social. Los resultados alcanzados por cada Estado en el
fomento y protección de la salud son valiosos para todos. La desigualdad de los diversos países en lo relativo al
fomento de la salud y el control de las enfermedades, sobre todo las transmisibles, constituye un peligro común.
El desarrollo saludable del niño es de importancia fundamental; la capacidad de vivir en armonía en un mundo
que cambia constantemente es indispensable para este desarrollo. La extensión a todos los pueblos de los
beneficios de los conocimientos médicos, psicológicos y afines es esencial para alcanzar el más alto grado de
salud. Una opinión pública bien informada y una cooperación activa por parte del público son de importancia
capital para el mejoramiento de la salud del pueblo. Los gobiernos tienen responsabilidad en la salud de sus
pueblos, la cual sólo puede ser cumplida mediante la adopción de medidas sanitarias y sociales adecuadas".

En consonancia con lo expresado, la Opinión General nº 14 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales (6) al analizar el art. 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
enseña que "la salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio de los demás derechos
humanos. Todo ser humano tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud que le permita vivir
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dignamente".

Y a renglón seguido expresa que "Numerosos instrumentos de derecho internacional reconocen el derecho
del ser humano a la salud. En el párrafo 1 del artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos se
afirma que 'toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la
salud y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales
necesarios'. El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales contiene el artículo más
exhaustivo del derecho internacional de los derechos humanos sobre el derecho a la salud. En virtud del párrafo
1 del artículo 12 del Pacto, los Estados Partes reconocen 'el derecho de toda persona al disfrute del más alto
nivel posible de salud física y mental', mientras que en el párrafo 2 del artículo 12 se indican, a título de
ejemplo, diversas 'medidas que deberán adoptar los Estados Partes... a fin de asegurar la plena efectividad de
este derecho'. Además, el derecho a la salud se reconoce, en particular, en el inciso iv) del apartado e) del
artículo 5º de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial,
de 1965; en el apartado f) del párrafo 1 del artículo 11 y el artículo 12 de la Convención sobre la Eliminación de
todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, de 1979; así como en el artículo 24 de la Convención sobre
los Derechos del Niño, de 1989. Varios instrumentos regionales de derechos humanos, como la Carta Social
Europea de 1961 en su forma revisada (art. 11), la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, de
1981 (art. 16), y el Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de 1988 (art. 10), también reconocen el derecho a la salud.
Análogamente, el derecho a la salud ha sido proclamado por la Comisión de Derechos Humanos, así como
también en la Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993 y en otros instrumentos internacionales".

"El derecho a la salud está estrechamente vinculado con el ejercicio de otros derechos humanos y depende
de esos derechos, que se enuncian en la Carta Internacional de Derechos, en particular el derecho a la
alimentación... Esos y otros derechos y libertades abordan los componentes integrales del derecho a la salud". (7)

"La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole,
y la lucha contra ellas" (apartado c) del párrafo 2 del artículo 12) exigen que se establezcan programas de
prevención y educación para hacer frente a las preocupaciones de salud". (8)

Por otro lado, cabe recordar que "el derecho a una alimentación adecuada está reconocido en diversos
instrumentos de derecho internacional. El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
trata el derecho a una alimentación adecuada más extensamente que cualquier otro instrumento internacional.
En el párrafo 1 del artículo 11 del Pacto, los Estados Partes reconocen "el derecho de toda persona a un nivel de
vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua
de las condiciones de existencia", y en el párrafo 2 del artículo 11 reconocen que posiblemente deberán
adoptarse medidas más inmediatas y urgentes para garantizar "el derecho fundamental de toda persona a estar
protegida contra el hambre" y la malnutrición.

El derecho a una alimentación adecuada es de importancia fundamental para el disfrute de todos los
derechos.

Ese derecho se aplica a todas las personas..." (9)... "El Comité afirma que el derecho a una alimentación
adecuada está inseparablemente vinculado a la dignidad inherente de la persona humana y es indispensable para
el disfrute de otros derechos humanos consagrados en la Carta Internacional de Derechos Humanos. Es también
inseparable de la justicia social, pues requiere la adopción de políticas económicas, ambientales y sociales
adecuadas, en los planos nacional e internacional, orientadas a la erradicación de la pobreza y al disfrute de
todos los derechos humanos por todos".

De esta reseña efectuada podemos inferir que, a los enfermos celíacos se les debe permitir el acceso a una
alimentación adecuada que preserve su derecho a la salud, ya que la especial y costosa alimentación que pueden
ingerir es el único remedio para su enfermedad.

VI. Conclusiones finales

Sentado ello, debemos analizar la normativa imperante sobre la cuestión y como influye en las personas que
padecen esta enfermedad; la omisión del Poder Ejecutivo en reglamentar dicha norma.

Así, el artículo segundo de la ley 26.588 dispone que la autoridad de aplicación sea el Ministerio de Salud
de la Nación. Por otra parte, la ley pone en cabeza de ese Organismo, en coordinación con las esferas
pertinentes del Poder Ejecutivo Nacional, por un lado, la obligación de promover la investigación sobre la
celiaquía, con el objeto de mejorar los métodos para la detección temprana, el diagnóstico, y el tratamiento de la
enfermedad y, por el otro, la de desarrollar programas de difusión en los ámbitos educativos, con el objeto de
promover la concientización sobre la celiaquía y con los organismos públicos nacionales competentes promover
medidas de incentivo para el acceso a los alimentos libres de gluten. (10) Asimismo, la norma sienta en cabeza
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del Poder Ejecutivo el deber adaptar las disposiciones del Código Alimentario Argentino a lo establecido en la
ley de celiaquía en el plazo de noventa (90) días de su publicación oficial. (11) Aquí cabe detenerse y hacer
varias consideraciones al respecto.

En primer lugar, hay que poner de relieve que, como lo establece claramente la Cámara Federal y el
Superior Tribunal de Justicia al fallar en las causas analizadas y lo ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de
la Nación en reiterada e inveterada jurisprudencia, el hecho de que la norma contemple su reglamentación y que
ello no se haya concretado hasta el momento, no es óbice para que la norma se vuelva operativa en el caso
concreto, por supuesto con la intervención del Poder Judicial.

Nótese al respecto que estas cuestiones podrían resolverse en sede administrativa, toda vez que la ley 26.588
establece en su artículo 13 cuales son las infracciones a la ley (vrg., la contenida el inciso d, consistente en la
falta de prestación total o parcial de la cobertura asistencial prevista en el artículo 9º, por parte de las entidades
allí mencionadas) y las obligaciones que le impone a la autoridad de aplicación en la disposición 15 en cuanto a
que ella "debe establecer el procedimiento administrativo a aplicar en su jurisdicción para la investigación de
presuntas infracciones, asegurando el derecho de defensa del presunto infractor y demás garantías
constitucionales". Es decir, que los afiliados que padezcan celiaquía podrían exigir directamente a las empresas
prestatarias de los servicios de salud la cobertura de los alimentos libres de gluten, siempre según el porcentaje
que establezca la autoridad de aplicación, sin tener así que judicializar su reclamo.

Pero que para que ello no suceda, es decir, para que la cuestión no se judicialice y sea el juez quien tenga
que dar operatividad a la normativa (inmiscuyéndose en atribuciones que son propias de otros poderes —en este
caso el Ejecutivo—), es el Poder administrador, a través del Ministerio de Salud (autoridad de aplicación según
la ley 26.588) quien debe acatar el mandato impuesto y reglamentar la norma.

Aquí advertimos que hay un mandato incumplido, contenido en los artículos anteriores mencionados, no
sólo por el Ministerio de Salud —al no determinar la cobertura de los alimentos aptos para celíacos— sino,
además, respecto de las Obras Sociales, empresas de medicinas prepagas y demás prestatarias del servicio de
salud quienes deben brindar "cobertura asistencial a las personas con celiaquía" y que ello comprende "la
detección, el diagnóstico, el seguimiento y el tratamiento de la misma, incluyendo las harinas y premezclas libre
de gluten", según lo dispone el artículo 9º de la ley citada, no obstante la falta de reglamentación al respecto.

En segundo término, nótese que hasta la fecha no se vislumbra que la autoridad de aplicación haya puesto en
marcha el plan de coordinación con los ministerios correspondientes a fin de fomentar la investigación sobre la
celiaquía (ello con el objeto de mejorar los métodos para la detección temprana, el diagnóstico, y el tratamiento
de la enfermedad); la de desarrollar programas de difusión en los ámbitos educativos (con el fin de promover la
concientización sobre la celiaquía y con los organismos públicos nacionales competentes promover medidas de
incentivo para el acceso a los alimentos libres de gluten); ni menos aún ha adaptado las disposiciones del
Código Alimentario Argentino a lo establecido en la ley de celiaquía en el plazo fijado (90 días desde su
publicación).

Repárese que esta falta de obrar por parte del Estado puede hacerlo pasible de responsabilidad internacional
al no proteger en forma adecuada el interés superior del niño, toda vez que no sólo se están incumpliendo los
principios y garantías constitucionales que protegen la salud (arts. 14, 14 bis y 33 CN) en el orden nacional —y,
en los casos reseñados, la salud de dos menores según también lo disponen los arts. 3º y 5º de la ley 26.061
(Adla, LXV-E, 4635) (12)— sino además, aquellos contenidos en los instrumentos internacionales incorporados
a nuestro sistema, a raíz de la reforma de 1994, en el art. 75 inc. 22 de nuestra Carta Magna.

Asimismo, consideramos que para el diagnostico y tratamiento de la enfermedad debe capacitarse a los
profesionales de la medicina el incluir en los exámenes rutinarios la orden del análisis pertinente para la
detección temprana de esta enfermedad, tal como lo ha querido el legislador, aunque para ello debe realizarse
—previamente— la coordinación por parte de la autoridad de aplicación con los ministerios pertinentes, ya que
muchas personas que padecen la esta patología no lo saben y no hay una conciencia generalizada sobre el tema.
(13) Así, no sólo se estaría cumpliendo la voluntad del Congreso sino que, además, en el caso particular de los
niños -como es el tema que nos ocupa-, se estaría adecuando dicha normativa (ley 26.588) a los estándares de
salud requeridos por los instrumentos internacionales sobre derechos humanos a los que la República Argentina
se ha comprometido a garantizar (arts. 24.1, 24.2 incisos b), c), e) y f) de la Convención sobre los Derechos del
Niño; arts. 1º, 2º, 14, 26, 28, 29, 37 incisos f) y g) y concordantes de la ley 26.061 —Ley de protección integral
de los derechos de las niñas, niños y adolescentes—).

En este orden de ideas, no huelga remarcar el aspecto económico en la cuestión debatida y el impacto del
mismo en las personas que padecen esta enfermedad, ya que según los datos aportados por la Asociación
Celíaca de Ente Ríos, la alimentación para celíacos cuesta de 4 a 10 veces más que una dieta común. A modo de
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ejemplo, se indicó que un kilo de premezcla cuesta alrededor de 20 pesos, la harina de trigo 3,50 pesos; un
paquete de fideos de arroz por 500 gramos ronda los 15 pesos; mientras que el de trigo cuesta entre 3 a 4 pesos.
Un plan alimentario de un día para un celíaco -según los datos que maneja la entidad entrerriana- en julio del
año pasado, superaba los 40 pesos, contando únicamente las cuatro comidas principales (desayuno, almuerzo,
merienda y cena). En caso de las raciones de frutas y verduras se le debe sumar unos 10 pesos diarios más.

En consecuencia, lo único que resta es reglamentar la norma a fin de hacer efectivos los derechos de más
alto raigambre que tienen las personas que padecen dicha enfermedad, para tener una vida digna y saludable ya
que "El derecho a la alimentación adecuada se ejerce cuando todo hombre, mujer o niño, ya sea sólo o en común
con otros, tiene acceso físico y económico, en todo momento, a la alimentación adecuada o a medios para
obtenerla. El derecho a la alimentación adecuada no debe interpretarse, por consiguiente, en forma estrecha o
restrictiva asimilándolo a un conjunto de calorías, proteínas y otros elementos nutritivos concretos. El derecho a
la alimentación adecuada tendrá que alcanzarse progresivamente" (14), y es aquí donde se pone en evidencia que
la falta de obrar por parte del Estado trae aparejadas consecuencias de todo estilo, como hemos tratado de poner
de relieve lo largo de este trabajo.

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)

(1) CNACyCF, Causa Nº 247/09 "S. M. A. y otros c. OSDE s/ sumarísimo", sentencia del 15 de marzo de 2010.
(2) STJ de la Provincia de Entre Ríos, causa "Marrama de Gamberini, Paola Leonor y otro c. OSDE s/acción de
amparo", sentencia del 19 de abril de 2010.
(3) El diagnóstico se puede efectuar a través del dosaje de anticuerpos específicos en sangre y el definitivo a
través de la biopsia intestinal que se debe efectuar antes de iniciar el tratamiento. Cuando sospechamos que una
persona puede tener la enfermedad celíaca deberemos realizar:a) Análisis general de sangre: Este estudio puede
poner de manifiesto ciertas alteraciones como una anemia por falta de hierro, alteraciones en el colesterol,
calcio, déficits de vitaminas, etc., que pueden indicar una alteración en la función de absorción del intestino.b)
"Marcadores en sangre de la enfermedad celíaca": Existen en la sangre una serie de "marcadores" (análisis
alterados) de la enfermedad celíaca. Los más conocidos y utilizados son los anticuerpos antigliadina y los
anticuerpos antiendomisio. También son utilizados los anticuerpos antirreticulina y más recientemente, los
anticuerpos antitisulares antitransglutaminasas tisular (AtTg). Aunque las características son diferentes para
cada uno de ellos, en general, podemos decir que: Permiten "detectar" un gran número de posibles casos de
enfermedad celíaca. Son útiles para el seguimiento de la enfermedad, ya que se normalizan progresivamente
cuando se inicia el tratamiento, y vuelven a elevarse sí se reintroduce el gluten. Sin embargo, no detectan todos
los casos de enfermedad celíaca y además, pueden elevarse en otras enfermedades. Por eso, para establecer el
diagnóstico de enfermedad celíaca, es imprescindible realizar una biopsia intestinal.
(4) Causa Nº 247/09 "S. M. A. y otros c. OSDE s/sumarísimo", sentencia del 15 de marzo de 2010.
(5) RIVERA, Julio Cesar, "Instituciones de Derecho Civil Parte General", 4ª ed., t. 1 Nº 170.
(6) Organismo encargado de la supervisión de la implementación del Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales.
(7) Punto 3º de las consideraciones iniciales de la OG 14 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales.
(8) OG 14. Contenido normativo del artículo 12. Análisis de apartado c) del párrafo 2 del artículo 12 del Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. "El derecho a la prevención y el tratamiento de
enfermedades, y la lucha contra ellas".
(9) Observación General 12. El derecho a una alimentación adecuada (artículo 11). (20 período de sesiones,
1999) Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 20 período de sesiones Ginebra, 26 de abril a 14
de mayo de 1999, Tema 7 del programa.
(10) Art. 11, ley 26.588.
(11) Art. 12, ley citada.
(12) Artículo 3° - Interés Superior. A los efectos de la presente ley se entiende por interés superior de la niña,
niño y adolescente la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías reconocidos en esta
ley.Artículo 5° - Responsabilidad Gubernamental. Los Organismos del Estado tienen la responsabilidad
indelegable de establecer, controlar y garantizar el cumplimiento de las políticas públicas con carácter federal.
En la formulación y ejecución de políticas públicas y su prestación, es prioritario para los Organismos del
Estado mantener siempre presente el interés superior de las personas sujetos de esta ley y la asignación
privilegiada de los recursos públicos que las garanticen. Toda acción u omisión que se oponga a este principio
constituye un acto contrario a los derechos fundamentales de las niñas, niños y adolescentes. Las políticas
públicas de los Organismos del Estado deben garantizar con absoluta prioridad el ejercicio de los derechos de
las niñas, niños y adolescentes.La prioridad absoluta implica, según lo normado en el apartado 5º, la preferencia
de atención en los servicios esenciales.
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(13) El art. 11 de la ley citada establece lo siguiente: "El Ministerio de Salud, en coordinación con el Ministerio
de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva y las universidades integrantes del Sistema Universitario
Nacional, debe promover la investigación sobre la celiaquía, con el objeto de mejorar los métodos para la
detección temprana, el diagnóstico, y el tratamiento de la enfermedad. El Ministerio de Salud, en coordinación
con el Ministerio de Educación, debe desarrollar programas de difusión en los ámbitos educativos, con el objeto
de promover la concientización sobre la celiaquía y con los organismos públicos nacionales competentes
promover medidas de incentivo para el acceso a los alimentos libres de gluten".
(14) OG 12 del Comité citado. Contenido normativo de los párrafos 1 y 2 del artículo 11. CSN, 28/IV/1981, ED,
95-552, sum. 25.CSN, 2/VIII/1983, ED, 107-164.CSN, 6/XI/1980, ED, 95-554, sum. 35.CSN, 24/IV/1986, ED,
20-A-842, sum. 1; ídem 27/VI/1985, ED, 116-308.CNCiv., sala E, 10/VIII/1982, ED, 102-654; ídem,
23/XII/1981, ED, 98-470.
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